
¿Serán las compensaciones adicionales por 
daños y perjuicios la norma en los despidos?

IRENE RUIZ DE VALBUENA

MADRID

Una indemnización de 
30.000 euros, adicional a 
la correspondiente por la 
improcedencia del despi-
do (de casi 500 euros), es 
lo que ha fijado el Tribu-
nal Superior de Justicia del 
País Vasco en una senten-
cia el pasado 23 de abril, 
para compensar los daños 
y perjuicios sufridos por un 
trabajador cesado. 

No es la primera vez que 
un juzgado o tribunal esta-
blece una compensación 
reparativa complemen-
taria tras un despido. No 
obstante, sí es la primera 
resolución que usa como 
argumento una reciente 
decisión del Comité Euro-
peo de Derechos Sociales 
(CEDS) que, si bien aún no 
se ha publicado, sí se ha 
difundido, que cuestiona 
la indemnización tasada y 
topada por despido impro-
cedente que establece la 
regulación en España, por 
vulneración del artículo 24 
de la Carta Social Europea 
(CSE). 

Este artículo 24 de la 
CSE establece el derecho 
de los trabajadores despe-
didos sin razón válida a una 
indemnización adecuada 
o a otra reparación apro-
piada. Por su parte, la regu-
lación española establece 
que la indemnización por 
despido improcedente se 
determina en función del 
salario y la antigüedad. 

Con este sistema indem-
nizatorio, Fe Quiñones, di-
rectora del área laboral de 
Javaloyes Legal, reconoce 
que España podría estar in-
cumpliendo el tratado in-
ternacional, concretamente 
“en casos de antigüedades 
muy cortas en las que se 
protege muy poco la rela-
ción laboral y no se resar-
cen los daños causados”. 

Decisión del CEDS
A raíz de la citada senten-
cia del TSJ del País Vasco 
se ha abierto el debate so-
bre el carácter vinculan-
te de las conclusiones del 

El Comité Europeo de Derechos Sociales cuestiona la indemnización tasada  
en ceses improcedentes � Los expertos creen que se reformará la ley española 

CEDS. Los abogados labo-
ralistas consultados por 
CincoDías dudan de ello. 
En este sentido, Albert To-
ledo, director en el área la-
boral de Ceca Magán Abo-
gados, opina que no hay 
una obligación jurídica de 
que los jueces y tribunales 
las sigan, pero muchos de 
ellos pueden tender a se-
guir la interpretación del 
CEDS a falta de que el Tri-
bunal Supremo forme su 
propio criterio interpre-
tativo. 

Sin embargo, para los 
sindicatos UGT y CC OO, 
promotores de reclama-
ciones colectivas ante el 
CEDS, no cabe duda de ello. 
“Ratificar la Carta Social 
Europea supone someter el 
control de su cumplimiento 
por el Estado al Comité Eu-
ropeo de Derechos Sociales 
(CEDS)”, afirma Fernando 
Luján, vicesecretario gene-
ral de política sindical de 
UGT. En su opinión, el paso 
a seguir ahora es modifi-
car la legislación española 
para adaptarla a la CSE en 
el marco del dialogo social 
y con arreglo a dos pará-
metros: el resarcimiento y 
el efecto disuasorio. 

Algo en lo que coinciden 
desde el gabinete jurídico 
de CC OO, que matiza que 
hasta que no se conozca el 
contenido concreto de las 
decisiones del CEDS que 
resuelvan las distintas 
reclamaciones colectivas 
formalizadas por UGT y 
por CC OO es muy difícil 
determinar el alcance de 
esa posible reforma.

Posible reforma
Ante este eventual cambio 
en la legislación laboral, Ri-
cardo Fortún, socio de la-
boral de Selier Abogados, 
teme que el legislador se 
vea tentado en no tasar cla-
ramente las indemnizacio-
nes “vinculándolas a datos 
objetivos, y que lo deje en 
manos de la discrecionali-
dad del juez o de la inter-
pretación por su parte de 
conceptos jurídicos inde-
terminados”. 
     “A las empresas les pre-
ocupa enormemente que 
una reforma legislativa no 
permita prever a cuánto 
puede ascender un even-
tual despido improceden-
te por responder a criterios 
subjetivos del juzgador”, ex-
pone el abogado.

Así lo considera también 
Óscar Mancebo, abogado 
y socio de ETL Global, que 
asegura que “una indem-
nización basada en las 
circunstancias subjetivas 
y personales de los traba-
jadores implicará no solo 
una fuente de conflictos 
judiciales, sino inseguri-
dad jurídica en cuanto a la 
cuantía de la indemniza-
ción por improcedencia”.

En cualquier caso, mien-
tras no haya reforma del Es-
tatuto de los Trabajadores, 
los expertos coinciden en 
que a raíz de esta senten-
cia del TSJ del País Vasco 
(que aún no es firme y pue-
de recurrirse ante el Tribu-
nal Supremo), así como la 
decisión del CEDS, es pre-
visible que se planteen más 
reclamaciones donde los 
trabajadores despedidos 
soliciten una indemniza-
ción complementaria en 
atención a sus circunstan-
cias concretas. 

Es más, advierten de 
que si no se produce una 
unificación de doctrina por 
el Tribunal Supremo habrá 
una variedad y un aumento 
de pronunciamientos judi-
ciales sobre esta cuestión. 
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Sentencias 
a favor de la 
indemnización 
complementaria

� TSJ de Cataluña, el 30 

de enero de 2023. Esta 

resolución fijó por primera 

vez una indemnización adi-

cional a la legalmente es-

tablecida, sin que hubiera 

motivos discriminatorios 

o vulneración de derechos 

fundamentales, es decir, 

en el marco de un despido 

improcedente. 

� TSJ de Galicia, el 27 

de mayo de 2022. El 

tribunal gallego defendió 

la aplicación del artículo 

24 b) de la Carta Social Eu-

ropea revisada (CSE), aun-

que desestimó el recurso 

del trabajador despedido 

porque lo que solicitó fue 

su readmisión. Algo que 

para el tribunal no es admi-

sible porque supondría eli-

minar la posibilidad legal 

del empresario de escoger 

entre readmisión o indem-

nización ante un despido 

improcedente.

� TSJ de Navarra, el 24 

de junio de 2021. En esta 

sentencia también se reco-

noce la aplicación del ar-

tículo 24 b) de la CSE, pero 

el tribunal no apreció en 

el caso concreto circuns-

tancias excepcionales que 

aconsejaran reconocer al 

trabajador despedido una 

indemnización económica 

por despido distinta a la 

prevista legalmente.

� TSJ de Castilla y León, 

el 1 de marzo de 2021. El 

tribunal entendió aplicable 

el artículo 24 b) de la CSE, 

pero desestimó conceder 

una compensación adicio-

nal en el supuesto sobre el 

que resolvía porque el tra-

bajador cesado no indicó 

cuáles eran los hechos por 

los que solicitaba el abono 

de 60.000 euros de com-

pensación.

A las empresas  
les preocupa no 
poder prever la 
indemnización por 
cese improcedente 

Se ha abierto  
un debate sobre  
el carácter 
vinculante de los 
informes del CEDS 
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